MENSAJE DE S.E. EL VICEPRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE SE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE AUSTRALIA PARA LA PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCAS DE LAS INVERSIONES Y SU PROTOCOLO, SUSCRITOS EN CANBERRA, EL 9 DE JULIO DE 1996.
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M E N S A J E  Nº 214-339/














Honorable Senado:


A S.E. EL 


PRESIDENTE


DEL     H.


SENADO.


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones y su Protocolo, suscritos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Australia, en Canberra, el 9 de julio de 1996.


Nuestro país ha convenido a la fecha un número importante de tratados de Promoción y Protección de Inversiones.   Este nuevo Acuerdo, suscrito por nuestro Embajador en Australia en representación del Gobierno de Chile, importa un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección.





I.	OBJETIVOS DEL ACUERDO


	El propósito fundamental de este Acuerdo, así como el de los ya suscritos en la materia, es establecer un marco jurídico adecuado para regular tanto los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros, compatibilizando el legítimo interés de éstos con el del Estado receptor de las inversiones.  Así se favorecerá la transferencia y movilidad de capitales.








II.	CONCEPTOS BASICOS PARA LA APLICACION DEL ACUERDO.


	Como es tradicional en esta clase de instrumentos, se definen, en primer término en el artículo 1º, los conceptos básicos para la aplicación del Acuerdo, tales como "inversión", "inversionista", "retorno", "territorio" y, en este caso, se agrega el de "residente permanente", que es definido como una persona natural cuya residencia en una Parte Contratante no tiene límite de tiempo en virtud de su legislación, al cual se aplica el Acuerdo, salvo en los casos excepcionales que se señalan más adelante.





III.	AMBITO DE APLICACION.


	En el artículo 2º se consigna el ámbito de aplicación del Acuerdo y, al efecto, establece las siguientes disposiciones:


	1.	El Acuerdo regirá respecto de las inversiones "cuando quiera que hayan sido realizadas", vale decir, se aplicará tanto a las inversiones hechas antes como después de su entrada en vigor.


	2.	El Acuerdo no se aplicará a las disputas que hayan surgido con anterioridad a su entrada en vigencia ni a aquellas directamente relacionadas con hechos ocurridos antes de su entrada en vigor.


	3.	Las Partes quedan facultadas para determinar, mediante consultas, si hacen aplicables los derechos y beneficios del Acuerdo a una entidad jurídica de una Parte Contratante que sea de propiedad o esté controlada efectivamente por un inversionista de un tercer país.


	4.	El Acuerdo no regirá para una persona jurídica constituida en virtud de la legislación de un tercer país, según el significado y alcance que el término "inversionista" otorga el párrafo 2) c) del artículo 1º del Acuerdo, cuando las normas de un acuerdo de protección de inversiones con ese país hayan sido invocadas o cuando ese tercer país demande protección diplomática respecto de la misma materia.


	5.	El Acuerdo no regirá para un residente permanente de una Parte Contratante en los siguientes casos: a) cuando las normas de un acuerdo de protección de inversiones entre la otra Parte Contratante y el país del cual esa persona sea nacional hayan sido invocadas o cuando ese tercer país invoque protección diplomática respecto de la misma materia, y b) cuando el residente permanente sea nacional de la otra Parte Contratante.





IV.	REGLAS RELATIVAS A LA PROMOCION Y PROTECCION DE LAS INVERSIONES


	Más adelante, en el artículo 3, relativo a la promoción y protección de las inversiones, se contempla el compromiso de las Partes Contratantes de promover y admitir inversiones por parte de inversionistas de la otra Parte Contratante, de conformidad con sus leyes, regulaciones y políticas de inversión, y de proteger dichas inversiones y no obstaculizarlas con medidas injustificadas o discriminatorias respecto de la administración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, venta y liquidación de ellas.


	Se consulta el caso de los no nacionales que trabajen para un inversionista de una Parte Contratante, los que quedan autorizados para ingresar, permanecer y abandonar el territorio de la otra Parte Contratante con el objeto de realizar actividades relacionadas con inversiones en el territorio de la última Parte Contratante. Para este efecto, determina el alcance del concepto "actividades relacionadas con inversiones".


	Finalmente, se otorga el derecho a los inversionistas de una Parte Contratante de invocar las disposiciones de cualquier ley o política de la otra Parte Contratante que sean más favorables que las normas del Acuerdo.





V.	TRATAMIENTO DE LAS INVERSIONES.


	El artículo 4 regula el tratamiento que ha de dar una Parte Contratante tanto a las inversiones hechas por inversionistas de la otra Parte en su territorio como a las actividades relacionadas con inversiones.  Declarar, además, aplicable a estas inversiones las normas de la "cláusula de la nación más favorecida".


	Ahora bien, si una Parte Contratante otorga ventajas especiales a los inversionistas de cualquier tercer país en virtud de un convenio relativo a la creación de un área de libre comercio, una unión aduanera, una unión económica o cualquier otra forma de organización económica regional a la cual pertenezca esa Parte Contratante o en virtud de las disposiciones de un acuerdo relacionado total o principalmente con tributación con un tercer país, este artículo dispone que dicha Parte no está obligada a conceder estas ventajas a los inversionistas de la otra Parte Contratante.





VI.	LIBRE TRANSFERENCIA.


	Enseguida, cada Parte garantiza a los inversionistas de la otra Parte Contratante la transferencia, sin demora injustificada y en moneda de libre convertibilidad, de los fondos relacionados con una inversión (art. 5).





VII.	EXPROPIACION Y COMPENSACION.


	En lo referente a la protección de las inversiones, se contempla la obligación de las Partes de abstenerse de adoptar medidas que priven, directa o indirectamente, de su inversión a un inversionista de la otra Parte Contratante, a menos que éstas sean adoptadas por motivos de bien común o en pro del interés nacional y en conformidad a la ley, que no sean discriminatorias y vayan acompañadas de normas para el pago de una compensación pronta, adecuada y efectiva (art. 6).





VIII.	INDEMNIZACION POR PERDIDAS.


	Igualmente, como otra forma de proteger las inversiones, el artículo 7 dispone que los inversionistas de una Parte Contratante cuyas inversiones hayan sufrido pérdidas a causa de una guerra o cualquier otro conflicto armado, revolución, estado de emergencia o rebelión que hayan tenido lugar en el territorio de la otra Parte Contratante, deberán recibir de esta última, en lo que respecta a restitución, indemnización, compensación u otras retribuciones pecuniarias, un trato no menos favorable que el que concede esa Parte Contratante a sus inversionistas nacionales o a los inversionistas de cualquier tercer país, cualquiera sea más favorable para los inversionistas en cuestión.





IX.	REGLAS SOBRE SUBROGACION.


	Cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado por ésa hubiere celebrado un contrato de seguro, cualquier forma de garantía financiera o de indemnización respecto a alguna inversión realizada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer los derechos de la primera Parte Contratante en virtud del principio de subrogación cuando hubiere efectuado un pago en virtud del contrato, garantía financiera u otra forma pactada de indemnización (art. 8).





X.	CONSULTAS ENTRE LAS PARTES.


	Las Partes Contratantes deberán consultarse sobre cualquier materia relativa a la interpretación o aplicación del Acuerdo (art. 9).





XI.	ARREGLO DE DIFERENCIAS ENTRE LAS PARTES.


En materia de arreglo de diferencias que surjan respecto de la interpretación o aplicación del Acuerdo, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre las Partes Contratantes y las que pueden producirse entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante.


Respecto de las primeras, si no pueden resolverse mediante negociaciones amigables dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de iniciada la diferencia entre ellas, cualquiera de las Partes Contratantes podrá someterla a un tribunal arbitral compuesto de tres personas. Este tribunal adoptará sus decisiones por mayoría de votos, tomando en consideración las normas del Acuerdo, las leyes de la Parte Contratante en donde se encuentra la inversión de que se trate, incluidas las relativas a conflictos de leyes; los acuerdos internacionales que ambas Partes hayan celebrado y los principios de derecho internacional generalmente reconocidos. Los laudos del arbitraje serán definitivos y vinculantes para ambas Partes en la controversia (art. 10).


Ahora bien, tratándose de diferencias entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante, el Acuerdo contempla las siguientes normas:


1.	Si una controversia no puede ser resuelta en forma amigable mediante consultas dentro del plazo de tres meses contado desde la fecha en que una Parte formule la solicitud de arreglo, el inversionista afectado podrá someter la diferencia sea al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión o a arbitraje internacional.


2.	Cuando la diferencia sea sometida a arbitraje internacional, el inversionista podrá optar entre:


	a.	El Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI), creado por la Convención para el Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados, firmada en Washington el 18 de marzo de 1965.


			En este caso, cada Parte Contratante por este intermedio otorga su consentimiento previo para someter la diferencia al CIADI, y 


	b.	Un tribunal arbitral ad hoc que, a menos que las partes de la disputa estipulen otra cosa, se establecerá conforme a las Normas de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI).


3.	Una vez que el inversionista haya sometido la diferencia a cualquiera de estos procedimientos, su elección será definitiva.


4.	Si una persona jurídica se hubiere constituido conforme a las leyes de una de las Partes Contratantes y sus acciones, previo al surgimiento de una disputa, fueren mayoritariamente propiedad de inversionistas de la otra Parte Contratante, será tratada como una persona jurídica de la otra Parte Contratante, de conformidad al artículo 25) 2) b) de la mencionada Convención de Washington, publicada en el Diario Oficial de 9 de enero de 1992.


5.	Una vez que se haya sometido la diferencia a alguno de los procedimientos señalados, las Partes Contratantes no podrán tratar estas diferencias por medio de canales diplomáticos, a menos que:


	a.	La entidad judicial o administrativa competente, el Secretario General del Centro, la autoridad o tribunal arbitral o la comisión de conciliación, según sea el caso, haya decidido que no tiene competencia en relación con la disputa en cuestión, o 


	b.	La otra Parte Contratante no haya dado cumplimiento a cualquier sentencia, laudo, dictamen u otorgar decisión de la entidad en cuestión.











6.	En cualquier proceso relativo a una diferencia sobre inversión, la parte comprometida en él no podrá alegar como defensa, reconvención, derecho de compensación u otro, que el inversionista de la otra Parte Contratante haya recibido o recibirá, en virtud de un contrato de seguro, compensación por la totalidad o parte de cualesquiera daños reclamados.


7.	El arbitraje será definitivo y vinculante para ambas Partes (art. 11).





XII.	ENTRADA EN VIGOR DEL CONVENIO.


El artículo 12, final del Acuerdo, se refiere a la forma de su entrada en vigor, duración y mecanismo de denuncia, debiendo destacarse sus dos últimos incisos, en que se dispone, en relación con las inversiones efectuadas antes de la fecha de su terminación, que sus disposiciones regirán por un período adicional de quince años, contado desde esa fecha.  Se agrega que el Acuerdo se aplicará independientemente de que existan o no relaciones diplomáticas o consulares entre las Partes Contratantes.





XIII.	PROTOCOLO.


Por último, cabe consignar que, conjuntamente con la suscripción del Acuerdo, las Partes firmaron un Protocolo, que forma parte integrante del mismo, mediante el cual se aclaran algunos términos y conceptos de éste y se complementa el artículo 5 del Acuerdo.





En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones, el siguiente:




















P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:








"Artículo Único.-	Apruébanse el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Australia para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones y su Protocolo, suscritos en Canberra, el 9 de julio de 1996.".





Dios guarde a V.E.,























		RAUL TRONCOSO CASTILLO


		Vicepresidente de la República

















	JORGE ARRATE MAC NIVEN


	Ministro de Relaciones Exteriores (S)
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